Radicado: 6600 16 000035 2016 80037 03
Procesada: Ángela María Pedroza 
Delito: Falsedad Material de Documento Público agravado por el uso 
Asunto: Sentencia de segunda instancia


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia – 2ª Instancia - 19 de abril de 2018

Proceso:


Penal – Mayor gravedad – Dosimetría - Condena – Confirma
Radicación Nro.:
  
66000 16 000035 2016 80037 03
Procesado:   

Ángela María Pedroza
Delito:


Falsedad Material de Documento Público agravado por el uso.
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

TEMA:


FALSEDAD MATERIAL DE DOCUMENTO PÚBLICO AGRAVADO POR EL USO / CÉDULA CON OTRO NOMBRE / MAYOR GRAVEDAD / DOSIMETRÍA / CONDENA / CONFIRMA - En ese orden de ideas lo que corresponde dilucidar es si el asistió razón a la A quo, para hacer ese incremento punitivo de 7 meses, por calificar el acto atribuido a la procesada como más grave ya que en la cédula falsa no aparecía su nombre.

En ese orden de ideas resulta discutible el argumento del distinguido recurrente, en el sentido de que en el fallo protestado se vulneró la garantía de prohibición de doble incriminación, ya que resulta evidente que no se está juzgando a la señora Pedraza dos veces por el mismo hecho, sino que se controvierte es la potestad del fallador de valorar la gravedad de una conducta como ocurre en el caso sub examen.

Para esta Colegiatura resulta claro que una cosa es la aplicación de la circunstancia de agravación punitiva prevista en el artículo 290 del Código Penal para el delito de falsedad material en documento público y otras conductas contra la fe pública, que corresponde al poder de configuración del legislador colombiano y otra es la facultad que tiene el juez de conocimiento para otorgar un mayor desvalor de un comportamiento que se traduzca en un incremento de la sanción, respetando el principio de legalidad de la pena.

Sobre ese tema en particular la SP de la CSJ, en decisión del 29 de julio de 2008, proferida dentro del expediente radicado Nro. 29.788
(…)

Aplicando este precedente, que se relaciona con el examen del componente de proporcionalidad al fijar la pena, se estima que no resultó excesiva ni desproporcionada la decisión de la juez de primer grado de fijar pena correspondiente al delito de falsedad material en documento público agravado por el uso en 55 meses, por la razón mencionada, esto es que el delito atribuido a la procesada conllevó la suplantación de otra persona, lo que significa una mayor afectación del bien objeto de tutela legal, que en este caso es la fé pública.

Sobre el concepto de “mayor gravedad de la conducta” se debe establecer que éste debe constituir “un plus de la conducta que está más allá de la misma circunstancia de agravación, genérica o específica, y que es un comportamiento especial que aumenta la intensidad del injusto, sin que el legislador la haya contemplado expresamente como agravante y en tal medida se justifica la destinación que hace el precepto examinado. Son pues manifestaciones existenciales especiales que caracterizan determinada conducta” , frente a lo cual la juez de primer grado actuó acertadamente al no partir del mínimo del primer cuarto de pena, al tener en cuenta las particulares circunstancias del delito atribuido a la procesada, que puede entenderse como una mayor intensidad del dolo,  que comportaba un incremento de la lesividad de acto, con efecto en la pena a imponer,  como se explicó anteriormente.
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Proyecto aprobado mediante acta Nro. 333 del diecisiete (17) de abril de dos mil dieciocho (2018) 
Pereira, diecinueve (19) de abril de dos mil dieciocho (2018)
Hora: 2:30 p.m. 
	Radicación
	66000 16 000035 2016 80037 03

	Procesados
	Ángela María Pedroza 

	Delito
	Falsedad Material de Documento Público agravado por el uso

	Juzgado de conocimiento 
	Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira Risaralda 

	Asunto 
	Resolver el recurso de apelación contra la sentencia condenatoria emitida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira.


1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto por el defensor de la procesada, contra de la sentencia emitida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira del 25 de noviembre de 2016, mediante la cual se condenó a la señora Ángela María Pedroza, como autora de la conducta punible de falsedad material de documento público agravado por el uso.
2. ANTECEDENTES

2.1 El supuesto fáctico consignado en la sentencia es el siguiente: 
“El 08 de junio de 2016 a eso de las 12:30 horas,  miembros de la policía que realizaban labores de registro y control de pasajeros en el km 86 vía Andalucía y de Cerritos Jurisdicción de Pereira, hicieron la señal de pare a un bus de servicio público afiliado a la empresa Flota Magdalena, para la requisa de pasajeros y equipaje. Hicieron el recorrido  de la parte de atrás hacia adelante y al solicitar el documento de identidad a una de las viajeras, esta entregó cédula de ciudadanía a nombre de Marleny Pineda Gil. Ellos cuando revisaron ese documento y por razón de su experiencia, pudieron determinar que no reunía todas las características de los originales, razón por la cual procedieron a capturarla. Los trámites de verificación posterior permitieron establecer que la mujer realmente es ANGELA MARIA PEDROZA “ 

2.2 El 9 de junio de 2016 se adelantaron las audiencias preliminares, en las cuales la FGN le formuló cargos a la señora Pedroza, por la conducta de falsedad material en documento público, artículo 287 CP, con la circunstancia de agravación prevista en el artículo 290 del C.P. (por uso del documento).

La señora Ángela María Pedroza aceptó cargos por la conducta investigada. La delegada de la FGN no solicitó la imposición de medida de aseguramiento
 

2.3 La audiencia de individualización de pena y sentencia se llevó a cabo el 17 de noviembre de 2016. 

2.4 La sentencia de carácter condenatorio fue proferida el 25 de noviembre de 2016
 de 2016 2016 (folio 7-11). 

2.5El abogado defensor interpuso recurso de apelación en contra de dicho fallo. 

3. IDENTIFICACIÓN DE LA PROCESADA
Se trata de Ángela María Pedroza, identificada con la cédula de ciudadanía No. 22.642.132 expedida en Soledad Atlántico, nació el 24 de abril de 1972 en Barraquilla Atlántico, es hija de Fabiola y Jesús David, de ocupación ama de casa. 
4. SOBRE LA SENTENCIA OBJETO DEL RECURSO
4.1 En atención al principio de limitación de la segunda instancia y como el recurso de apelación solamente se interpuso frente a la dosificación de la pena, solamente se hará mención de ese acápite del fallo de primer nivel, donde se hicieron las siguientes consideraciones:

4.1.1 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 287 del Código Penal, con la modificación introducida por la ley 890 de 2004, la pena prevista para el delito aceptado por la procesada va de 48 a 108 meses de prisión, la cual puede aumentarse hasta en la mitad según lo previsto en el artículo 290 del mismo articulado, cuando el documento falso se use tal como sucedió en el caso objeto de estudio. 
4.1.2 Si la pena se aumenta hasta en una proporción, según lo establecido en el artículo 60 del CP, esta se aplica al máximo de la infracción básica. Por lo tanto la pena a imponer debe fijarse entre 48 y 162 meses.

4.1.3 Por lo tanto los cuartos serían los siguientes:

MÍNIMO = De 48 a 76.5 meses 
MEDIOS = De 76.6 a 133.5 meses 
MÁXIMO = De  133.6 a 162 meses.
4.1.4 Como no se imputaron circunstancias de mayor punibilidad, la pena debe ubicarse dentro del primer cuarto mínimo.

Sin embargo la A quo consideró que en el caso sub examen, no resultaba procedente aplicar el mínimo del primer cuarto, es decir una pena de 48 meses ya que resultaba evidente que la señora Pedroza además usó el documento falso, que tenía el nombre de otra persona, lo cual generaba una suplantación, por lo cual aumentó la sanción en 7 meses más siendo fijada en 55 meses de prisión.

4.1.5 Sobre ese plus punitivo hizo la rebaja del 12.5%, originada en la aceptación de cargos de la procesada quien fue aprehendida en situación de flagrancia.

4.1.6 En consecuencia la pena definitiva fue fijada en 55 meses de prisión y al hacer la detracción punitiva derivada del allanamiento a la imputación que hizo la procesada, se le fijó una sanción definitiva de 48 meses 3 días de prisión. Como pena accesoria se le impuso la inhabilitación para ejercer derechos y funciones públicas por un tiempo igual al de la pena principal. 
4.1.7 El juez de primer grado no le reconoció a la procesada el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena preceptuado en el artículo 63 del Código Penal, pues no se cumplía el requisito objetivo de esa norma, previsto en su numeral 1º, toda vez que la pena que se le impuso era superior a cuatro (4) años.

Además tuvo en cuenta que la incriminada presentaba una sentencia condenatoria impuesta en el año 2013.

Igualmente adujo que por no estar demostrado el arraigo de la procesada, no se le concedía la prisión domiciliaria, sin perjuicio de que esa circunstancia se acreditara debidamente ante el Juez de Ejecución de Penas. 
En consecuencia se ordenó su captura para que entrara a descontar la condena impuesta.
5. SOBRE EL RECURSO PROPUESTO.
5.1 Defensor (Recurrente)
Su intervención se puede sintetizar así:

· Su motivo de inconformidad se centra en el ejercicio de dosificación punitiva que hizo el A quo, ya que al ubicarse en el punto inferior del cuarto mínimo del ámbito de movilidad punitiva se rebasó el límite de los cuatro años establecidos para proceder el otorgamiento de la suspensión condicional de la ejecución de la pena. 

· No comparte que se hubiera considerado la existencia de una antecedente judicial contra Ángela María Pedroza, así como varias anotaciones en el sistema SPOA para ubicarse en un punto superior al extremo máximo, al momento de hacer la operación matemática que determinó que la pena quedaría en 4 años, tres días de prisión. 

· En este caso no se podía acudir a una sanción que no estaba vigente, para hacer más gravosa la situación jurídica de su defendida, vulnerando el postulado universal de la prohibición del non bis in ídem, en detrimento de los intereses de la procesada. 

· Por lo tanto manifestó que en caso de aceptarse su petición, la pena quedaría por debajo de los 4 años de prisión como resultado de la redosificación de la conducta punible, lo que permitiría conceder a la procesada el subrogado de la condena de ejecución condicional, bajo los parámetros que se tenga a bien considerar, lo que igualmente implicaría la necesaria cancelación de la orden de captura librada en contra de la procesada Ángela María Pedroza. 

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Competencia

Esta Colegiatura tiene competencia para conocer del recurso propuesto, en atención a lo dispuesto en los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906 de 2004.
6.2. Problema jurídico a resolver
En atención a la argumentación del recurrente, se debe resolver lo concerniente al grado de acierto de la decisión de primera instancia en lo relativo al ejercicio do dosimetría penal realizado en el fallo de primer grado, que en lo que atañe al presente recurso se centra específicamente en la decisión de la A quo de fijar la pena impuesta a la procesada en 55 meses de prisión que fueron reducidos a 48 meses y 3 días en virtud a su allanamiento a cargos, teniendo en cuenta dos factores a saber: i) que la conducta de falsedad material en documento público por la cual aceptó la imputación, comportaba el uso del documento espurio; y ii) que en la cédula falsa no contenía el nombre de la procesada, sino el de Marleny Pineda Gil, lo cual conllevaba una suplantación de identidad, situación que incrementaba el plus de gravedad de la conducta investigada.
6.2.1 Inicialmente debe manifestarse que esos fueron los factores que llevaron a la juez de primer grado a no partir del mínimo del primer cuarto de pena establecido para el contra jus de falsedad material en documento público agravada por el uso, sin que se hubiera hecho alguna consideración relacionada con la existencia de antecedentes penales en contra de la procesada para fijar la sanción en 55 meses de prisión, por lo cual la decisión de primer grado resulta coherente con el precedente CSJ SP del 18 de mayo de 2005, radicado 21469, donde se dijo lo siguiente:
“(...) 

El hecho de poseer antecedentes penales no es constitutivo de circunstancia de mayor punibilidad. Basta leer el artículo 58 del Código Penal para arribar a tal conclusión. Y no pueden ser utilizados como enseña de una personalidad proclive al delito, porque la personalidad ya no es uno de los parámetros que permitan fijar la pena (art. 61.3 Código Penal...” (Subrayas ex texto)   

6.2.2 Según el artículo 60 del C.P., para efectuar el proceso de individualización de la pena, el juzgador debe fijar en primer término los límites mínimos y máximos dentro de los que se debe mover. La misma norma dispone que cuando hubiere “circunstancias modificadoras de esos límites”, se deben aplicar las reglas previstas en los numerales 1 a 5 de ese artículo.

6.2.3 En el caso en estudio la procesada aceptó cargos por la conducta de “falsedad material en documento público” (artículo 287 CP), cuya pena según el artículo 290 del C.P., modificado por el artículo 53 de la ley 1142 de 2007: “Se aumentará hasta en la mitad para el copartícipe de la realización de cualquiera de las conductas descritas en los artículos anteriores que usare el documento, salvo en el evento del artículo 289 de este código “

6.2.4 En aplicación del principio de la legalidad de la pena, se debe tener en cuenta que el artículo 60-2 del C. establece que “Si la pena se aumenta hasta en una proporción, ésta se aplicará al máximo de la infracción básica”. 
6.2.5 En el caso en estudio, la juez de primer grado aplicó correctamente esa disposición y en tal virtud al fijar los cuartos de pena tuvo en cuenta que la sanción máxima prevista en el artículo 287 del estatuto punitivo era de 108 meses y al aplicar el artículo 290 ibídem, determinó que los cuartos de pena oscilaban entre 48 y 108 meses de prisión, por lo cual no hay lugar a hacer ningún reparo frente al ejercicio de dosimetría penal, donde se partió del primer cuarto de pena previsto para el delito contra la fe pública agravado por el uso que aceptó libremente la señora Angela María Pedraza,.

6.2.6 En ese sentido la discusión planteada por el recurrente tiene que ver con la decisión que adoptó la falladora de incrementar al mínimo del primer cuarto de pena (48 meses de prisión), siete (7) meses más, por considerar que la conducta atribuida a la procesada revestía un plus de mayor gravedad, ya que la cédula espuria no fue confeccionada a su nombre sino que le permitía identificarse como Marleny Pineda Gil, lo cual configuraba un evento de suplantación de una persona.
6.2.7 Para el efecto se debe tener en cuenta que el tercer inciso del artículo 61 del CP, dispone lo siguiente:
“Establecido el cuarto o cuartos dentro del que deberá determinarse la pena, el sentenciador la impondrá ponderando los siguientes aspectos: la mayor o menor gravedad de la conducta, el daño real o potencial creado, la naturaleza de las causales que agraven o atenúen la punibilidad, la intensidad del dolo, la preterintención o la culpa concurrentes, la necesidad de pena y la función que ella ha de cumplir en el caso concreto…”. (Subrayas ex –texto) 

6.2.8 En este caso el censor considera que al fijarse la pena en un quantum punitivo de 55 meses, la reducción que se le hizo a la procesada de su pena, (12.5%), en virtud de su allanamiento a cargos, derivó en una pena concreta de 48 meses y 3 días de prisión, que excede el limite objetivo previsto en el artículo 63 del CP, para conceder la condena de ejecución condicional.

6.2.9 Sobre el tema hay que manifestar que no le asiste razón al recurrente en una parte de su argumentación, donde expone que la juez de primer grado consideró la existencia de un antecedente judicial y anotaciones que tenía la señora Pedraza para incrementar en 7 meses el mínimo del primer cuarto de pena fijado para el delito que esta aceptó, ya que si se lee atentamente la motivación del proceso de dosimetría penal se puede concluir que la juez de primer grado no le aumentó los siete (7) meses a la procesada por esa razón, sino porque consideró que la conducta era más grave porque de la cédula falsificada se deducía que la procesada estaba suplantando a otra persona.

La mención sobre el historial judicial de la señora Pedraza se hizo en el acápite de “Subrogados”, donde se dijo que no era posible conceder la condena condicional porque la pena excedía el límite objetivo del artículo 63 del CP en su actual redacción y porque la incriminada presentaba una sentencia condenatoria en los cinco años anteriores, concretamente en el año 2013. 

6.10 En ese orden de ideas lo que corresponde dilucidar es si el asistió razón a la A quo, para hacer ese incremento punitivo de 7 meses, por calificar el acto atribuido a la procesada como más grave ya que en la cédula falsa no aparecía su nombre.
6.11 En ese orden de ideas resulta discutible el argumento del distinguido recurrente, en el sentido de que en el fallo protestado se vulneró la garantía de prohibición de doble incriminación, ya que resulta evidente que no se está juzgando a la señora Pedraza dos veces por el mismo hecho, sino que se controvierte es la potestad del fallador de valorar la gravedad de una conducta como ocurre en el caso sub examen.

6.12 Para esta Colegiatura resulta claro que una cosa es la aplicación de la circunstancia de agravación punitiva prevista en el artículo 290 del Código Penal para el delito de falsedad material en documento público y otras conductas contra la fe pública, que corresponde al poder de configuración del legislador colombiano y otra es la facultad que tiene el juez de conocimiento para otorgar un mayor desvalor de un comportamiento que se traduzca en un incremento de la sanción, respetando el principio de legalidad de la pena.
6.13 Sobre ese tema en particular la SP de la CSJ, en decisión del 29 de julio de 2008, proferida dentro del expediente radicado Nro. 29.788 expuso lo siguiente: 
“Frente al cargo propuesto, la Corte estima que no le asiste razón al libelista cuando reprocha la sentencia por graduar el monto de la pena imponible conforme al criterio de la gravedad de la conducta, toda vez que contrario a lo sugerido por la censura, la observación de tal criterio es una obligación legal a la que están sujetos los juzgadores por virtud del inciso 3º del artículo 61 ibídem, en concordancia con el artículo 3º de la Ley 890 de 2004, cuando quiera que no se haya negociado el monto de la pena en virtud de un acuerdo.

(…)

Sobre la valoración de la gravedad de la conducta punible a efecto de tasar la pena a imponer, en vigencia de la Ley 600 de 2000, la Sala tiene establecido
:

“3. De conformidad con el artículo 61 del Código Penal de 1980, una vez el juzgador determina los límites dentro de los cuales debe fijar la pena, aplicará la que corresponda teniendo en cuenta “la gravedad y modalidades del hecho punible, el grado de culpabilidad, las circunstancias de atenuación o agravación y la personalidad del agente”.

Por su parte, el artículo 61 de la Ley 599 del 2000 dispone que, establecido el cuarto de movilidad “dentro del que deberá determinarse la pena, el sentenciador la impondrá ponderando los siguientes aspectos: la mayor o menor gravedad de la conducta, el daño real o potencial creado, la naturaleza de las causales que agraven o atenúen la punibilidad, la intensidad del dolo... la necesidad de pena y la función que ella debe cumplir en el caso concreto”.

Con los dos Estatutos, el juez debía, y debe, considerar la “gravedad de la conducta” para determinar si, dentro de los límites legales establecidos, hay lugar a imponer el tope mínimo, alejarse de éste, o aplicar el máximo”.

(…)

De los razonamientos de la demanda y la sustentación del recurso respectivo, la Sala puede percibir que el censor desconoce el alcance de la expresión “la mayor o menor gravedad de la conducta”, porque asume que cuando el referido presupuesto de graduación punitiva hace relación a la “conducta”, esta no se refiere a la gravedad del delito en sí mismo, sino, al comportamiento humano previo, concomitante y posterior a la comisión del punible del enjuiciado, error aprehensivo que conduce a una sesgada apreciación de la norma…”

6.14 Aplicando este precedente, que se relaciona con el examen del componente de proporcionalidad al fijar la pena, se estima que no resultó excesiva ni desproporcionada la decisión de la juez de primer grado de fijar pena correspondiente al delito de falsedad material en documento público agravado por el uso en 55 meses, por la razón mencionada, esto es que el delito atribuido a la procesada conllevó la suplantación de otra persona, lo que significa una mayor afectación del bien objeto de tutela legal, que en este caso es la fé pública.

6.15 Sobre el concepto de “mayor gravedad de la conducta” se debe establecer que éste debe constituir “un plus de la conducta que está más allá de la misma circunstancia de agravación, genérica o específica, y que es un comportamiento especial que aumenta la intensidad del injusto, sin que el legislador la haya contemplado expresamente como agravante y en tal medida se justifica la destinación que hace el precepto examinado. Son pues manifestaciones existenciales especiales que caracterizan determinada conducta”
, frente a lo cual la juez de primer grado actuó acertadamente al no partir del mínimo del primer cuarto de pena, al tener en cuenta las particulares circunstancias del delito atribuido a la procesada, que puede entenderse como una mayor intensidad del dolo,  que comportaba un incremento de la lesividad de acto, con efecto en la pena a imponer,  como se explicó anteriormente. 

6.16 Por lo tanto no se puede considerar que en este caso la juez de conocimiento hubiera valorado doblemente y en desfavor de la procesada, los mismos presupuestos fácticos del tipo penal, esto es el uso del documento falso, por lo cual su decisión de incrementar la pena en siete meses por la mayor gravedad de la conducta, situación que fue suficientemente explicada en el fallo recurrido, no generó una violación del principio de prohibición de doble incriminación.

En consecuencia se considera que la decisión de la A quo resultó correcta frente al ejercicio de dosimetría penal del caso en estudio, por lo cual se confirmará la decisión que fue objeto del presente recurso.
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, mediante la cual se condenó a la señora Ángela María Pedroza de la conducta de falsedad material de documento público agravado por el uso, en lo que fue objeto de impugnación.

SEGUNDO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación. 


CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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� Ver sentencia del 17 de agosto de 2005. Radicado. 23458.


� Dosificación judicial de la pena. Nelson Saray Botero. Segunda edición. Leyer. Pag. 226.
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